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Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe


PROYECTO   DE   COMUNICACIÓN

La CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE SANTA FE vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo que corresponda, proceda a informar y/o enviar según corresponda:

1º - Nómina y antecedentes de la/s empresa/s que hubiere/n resultado adjudicataria/s de licitaciones para construir y/o reparar tramos de la Ruta Provincial Nº 40, desde 2000 inclusive en adelante.
2º - En el mismo lapso, qué otras obras públicas le fueron adjudicadas a la/s citada/s empresa/s.
3º - Copia del pliego de licitaciones de cada una de las citadas obras.
4º - Sin en algunos de los citados procesos licitatorios y de adjudicación, el Tribunal de Cuentas de la Provincia realizó alguna objeción, y en tal caso, se adjunte copia de la misma, indicando qué medidas tomó el Poder Ejecutivo para regularizar el proceso.

5º - Copia de todas las actas de inspección realizadas durante la ejecución de las obras de la Ruta 40, en el tramo entre Reconquista y El Arazá, desde 2000 inclusive en adelante, y acciones iniciadas por el Poder Ejecutivo, ante eventuales incumplimiento de las especificaciones técnicas del Pliego Licitatorio por parte de la Adjudicataria.

6º - Si es cierto que el ciudadano Héctor Fabián Núñez presentó alguna denuncia sobre probables irregularidades en la citada obra ante el entonces Gobernador Carlos A. Reutemann, y en tal caso, qué desarrollo tuvo la misma.
Señor Presidente:

La Revista Entre Líneas, Nº 12, Santa Fe, Mayo de 2006, en nota titulada Fuera de Control – La Obra Pública bajo la lupa, denuncia una serie de irregularidades que se estarían produciendo en el Juzgado de Instrucción de Reconquista, en el trámite de una causa iniciada el 29 de junio de 2001, sobre la licitación y construcción de la Ruta Provincial Nº 40.
Concretamente, el copete del artículo señala: “En junio de 2001 una denuncia penal desnudó distintas maniobras que involucran a Vialidad Provincial en la falta de controles de la licitación de una ruta provincial. Después de cinco años la justicia santafesina determinó que el caso debe profundizarse. El polémico juez de la causa designó como peritos a quienes se encuentran sospechados de haberle causado un perjuicio al Estado. Y tres camaristas aseguraron en su fallo que nunca se investigó el hecho que motivó la apertura de la causa que ahora corre serios riegos de prescripción. Reveladores detalles y documentación oficial de una práctica sistemática que parece imposible de desterrar”.
Luego, el texto de la nota expresa:
“La denuncia penal fue presentada el 29 de junio de 2001 ante el fiscal en turno de la ciudad de Reconquista por el abogado Gabriel Hernández.

En el escrito, el letrado mencionaba un artículo publicado en el diario local Edición 4 donde se sostenía que el gobierno no controlaba la calidad de las obras licitadas en un tramo de la Ruta Provincial Nº 40. 

“La capa asfáltica se comenzó con 9 centímetros y se está terminando con 4” y por ese motivo “habrá baches antes de la inauguración”. Después se confirmaría el presagio, a pesar de que el pliego de la licitación era claro y conciso. 

Recién el 13 de septiembre de 2001 Hernández sería citado por el juez de instrucción Enrique Müller para que preste declaración testimonial.

Frente al magistrado el abogado ratificaría la “denuncia presentada ante la fiscalía”, argumentado que se trata de “la defensa de un interés público actual”. 

La preocupación por la sospechosa falta de controles en las obras ejecutadas por la empresa Robial SA en el tramo Reconquista-El Araza de la Ruta 40, estalló a partir de las explosivas declaraciones de trabajadores de UOCRA y del gremio de trabajadores Viales.

El 19 de febrero del 2003, Víctor Belier (secretario ejecutivo de Viales), le aseguró al juez Müller de Reconquista que “la irregularidad detectada fue en la construcción de la Ruta 40 que comenzó con un espesor de 8 centímetros en un tramo y luego en el siguiente tenía un espesor de 4”.

Asimismo, Belier aclaraba en su declaración que la maniobra había sido constatada por los “propios técnicos de Vialidad Provincial” y que el control a cargo de ese personal era llevado adelante por un señor de “Santa Fe de apellido Zapata”.

Para el denunciante, las tareas de contralor le correspondían a “Vialidad Provincial”, aunque también se había elevado un informe al “Ministerio de Obras Públicas de la provincia de Santa Fe”. A esa altura ya estaba claro que las advertencias habían sido ignoradas. El Estado provincial había licitado la obra con un proyecto de inversión de gran costo, pero nadie controlaba.

Por su parte, la justicia tampoco demostraba una marcada celeridad en la tramitación de la causa. Diez meses después de la declaración del hombre de Viales se presentó en los tribunales de Reconquista el secretario General de la UOCRA, delegación General Obligado.

Héctor Fabián Núñez aseguró que la denuncia la había presentado en su carácter de “ciudadano” y que incluso le había trasladado la inquietud a quien por entonces era gobernador de la provincia, “Carlos Alberto Reutemann”.

“El pliego para la construcción de la ruta decía el espesor del asfalto entre 7 y 9 centímetros y en ese momento en un tramo tenía entre 3 a 4. Públicamente también denuncié la falta de control e inspección por parte del Gobierno a la calidad de la obra y el pago de los certificados a la obra sin que ésta cumpla con los requisitos de presentación de pagos de sueldos, aportes y subsidios a los empleados”, disparó Núñez.

El archivo

A pesar de que la ejecución de la obra se había efectuado contradiciendo lo especificado en el pliego licitatorio y con una llamativa carencia de controles, el juez de la causa resolvió archivar el expediente.

El 10 de agosto de 2005, Enrique Müller consideró que “del examen de lo actuado en esta sede judicial –en particular del testimonio de Héctor Fabián Núñez y el informe evacuado por la Dirección General de Obras de la Dirección Provincial de Vialidad, se advierte que no surgen elementos serios o verosímiles que ameriten continuar con la investigación, por lo que he de disponer el archivo de las presentes actuaciones conforme lo prevé el artículo 200 II del Código Procesal Penal”.

La reacción

La polémica actuación del juez Enrique Müller generaría anticuerpos a los pocos días. En su escrito de apelación al archivo, el fiscal Ireneo Berzano dejaba en claro que aun faltaba investigar. El apuro del juez de la causa era evidente.

Berzano expuso claramente su posición al sostener que “aun se encuentran pendientes medidas necesarias para el esclarecimiento de lo denunciado” y por ello “interpongo formal recurso de revocatoria y apelación en subsidio contra el acto de archivo dictado en autos”.

Expediente dormido

La justicia debía investigar irregularidades en la ejecución de una obra pública y falta de controles por parte de quienes habían sido designados para que se cumplieran puntualmente los puntos establecidos por el pliego de licitación. La ecuación era sencilla: si nadie controlaba el perjuicio al Estado no tardaría en concretarse.

Frente a ello, el juez de Instrucción Enrique Müller debía profundizar lo expresado por los denunciantes y ordenar la realización de pericias técnicas. Por el contrario, a lo largo de varios años el expediente apenas si se engrosó con escuetos informes de Vialidad Provincial. Y, lógicamente la denuncia marchó rumbo al archivo.

Una vez apelada la decisión del magistrado, el caso quedó en manos del fiscal de Cámara Hugo Alberto Zenclussen, aquel letrado que también realizara una rigurosa investigación sobre distintas maniobras delictivas contra la Caja de Jubilaciones de la provincia que finalmente quedaron en la nada.

Zenclussen coincidió con el Dr. Berzano y dictaminó que la causa debía continuar adelante ya que, entre otros aspectos, el informe de Vialidad Provincial “de ninguna manera aventa la posibilidad de no estar en presencia de un hecho ilícito”.

A diferencia de lo expresado por Müller, el fiscal de Cámara opinó que “amerita considerar que existen elementos verosímiles como para profundizar la investigación sobre el hecho denunciado, máxime si tenemos en cuenta que no están agregados a la causa los informes conforme a la normas Iram, aclarando si el material utilizado mantiene el porcentaje adecuado acorde a la obra en construcción”.

Investigue

El 20 de diciembre de 2005 el expediente quedó en manos de la Cámara Penal de Vera integrada por los letrados Prieu Mántaras, Balestieri y Corti, quienes le ordenaron al juez Müller que profundizara la investigación.

Según los camaristas “no ha quedado debidamente aclarada la cuestión denunciada y referida al cumplimiento de las condiciones específicas técnicas contenidas en el convenio licitatorio respectivo. El magistrado en su resolusorio expresa que no surgen elementos serios o verosímiles que ameriten continuar con la investigación, pero no obstante se advierte que quedan pendientes de realización una serie de medidas orientadas a verificar la realidad de lo sucedido y que deslinde en su caso responsabilidades que encuadren dentro del ámbito penal”.

Dos fiscales y tres camaritas se habían percatado de algo absolutamente lógico: aun restaban medidas pendientes. ¿Porqué razón Enrique Müller presurosamente había ordenado el archivo?

“En concreto, no se comprobó técnicamente que la característica del pavimento de la Ruta 40 cumpla con las condiciones de construcción pautadas y en especial lo referente al espesor de la capa asfáltica, que es precisamente lo que se denuncia”, reza el fallo.

En ese marco, los jueces aclararon que el informe adjuntado en la causa que fuera enviado por Vialidad Provincial “no despeja las dudas sobre posibles manejos irregulares en la construcción de la obra vial indicada y que podrían constituir actos penalmente típicos, por lo que la investigación luce incompleta e insuficiente para disponer el archivo de las actuaciones”.

Nuevas medidas

Una vez notificado del fallo, el fiscal Ireneo Berzano insistió ante el juez de la causa en que se completaran distintas medidas imprescindibles para el esclarecimiento de la maniobra.

El 10 de abril de 2006, el titular del Ministerio Público le solicitó la realización de una “pericia técnica a fin de extraer muestras de la carpeta asfáltica para determinar si la misma tiene grosor y la composición de los materiales adecuados según la licitación”.

Asimismo, Berzano le sugirió al juez Müller que “oportunamente reciba las declaraciones indagatorias que fueren pertinentes”.

Teniendo en cuenta que la denuncia se había presentado cinco años antes, Berzano remarcó la necesidad de que se “imprima un trámite urgente a fin de evitar una posible prescripción, toda vez que se investigan delitos contra la administración pública. Tratándose de hechos que tienen trascendencia pública y que la comunidad espera sean resueltos tras la debida investigación judicial”.

Peritos bajo la lupa

Una semana después Müller hizo lugar al pedido del fiscal y llamativamente ordenó la siguiente medida: “ofíciese a Vialidad Provincial con sede en esta ciudad (Reconquista) a fin de que designe un perito técnico para cumplimentar con la medida ordenada en autos”.

Después de haber tenido la causa en sus manos por cinco años, el magistrado ordenaba, previo a su archivo, que las pericias estuvieran a cargo de quienes estaban sospechados de haber cometido un perjuicio al Estado.

En efecto, en mayo de 2006 el fiscal Berzano volvió a la carga y le recordó en un escrito que “según las constancias de autos en el hecho en etapa de investigación dicha Dirección Provincial de Vialidad de Santa Fe por medio alguno de sus representantes –jerárquicos, técnicos, etc- pueden tener vinculación directa con los ilícitos denunciados por ser la autoridad de aplicación y contralor de la construcción de la ruta en cuestión”.

Por ese motivo, el fiscal insistió en que “a fin de lograr una prueba pericial objetiva y veraz corresponde revocar dicha decisión y en su reemplazo propongo que se oficie a la secretaría de Gobierno de la Corte Suprema de Justicia a fin de que se designe una institución con la que exista convenio para realizar dicha pericia”.

El tiempo a favor

Hoy por hoy el futuro de la causa es incierto. Aun resta que se designe a los responsables de las pericias y recién después, eventualmente, las correspondientes declaraciones indagatorias.

Teniendo en cuenta que la causa se inicio en junio de 2001 y que además se trata de delitos contra la Administración Pública con penas máximas no elevadas, la prescripción amenaza con ponerle fin a la investigación. Si así ocurre, nuevamente quedará configurado un caso de marcada impunidad que a su vez deja al descubierto, nuevamente, las marcadas flaquezas con las que cuenta la justicia a la hora de arremeter contra el poder Político.

El juez

No se trata de la primera actuación polémica del juez de Instrucción de Reconquista Enrique Müller, de hecho la Corte Suprema de Justicia de la provincia analiza por estos días una denuncia en su contra.

Además, Müller es el magistrado que tiene a su cargo la investigación por la llamada industria del juicio que publicara Entre Líneas en su edición del mes de abril.

En ese caso, el magistrado cuenta con testimonios e inclusive confesiones que involucran a dos abogados de esa ciudad norteña y sin embargo llamativamente nunca resolvió ordenar las respectivas indagatorias que fueron solicitadas por el fiscal de la causa.

La investigación se inició a partir de una orden emanada por el procurador de la Corte y a pesar de los contundentes elementos colectados tampoco hubo resultados convincentes”.

Ante la gravedad de lo denunciado, se impone que inmediatamente los poderes públicos activen los resortes institucionales pertinentes para deslindar responsabilidades y, con la información que habrá de suministrar el Poder ejecutivo en contestación al presente, si se concluyera confirmando la denuncia, arbitrar las respuestas que la ley establece.
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